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MODIFICACIONES INTRODUCIDAS AL TEXTO Y EXPLICACIONES EN 

RESPUESTA A LAS OBSERVACIONES FORMULADAS 

 

1. PREÁMBULO apartado V (página 5) – MODIFICACIÓN: corrección “dos disposiciones 

adicionales”. 

El texto solo hacía mención a una Disposición Adicional, y se introdujo una segunda 

Disposición Adicional relativa a los objetivos de la Agenda 2030. 

 

2. Artículos 3 y 4: no es necesario eliminar la referencia a que la APE es una entidad privada, 

ni para aplicarles el régimen de cobro y de recaudación ejecutiva dispuesto en la normativa 

foral para los tributos y otros ingresos de derecho público, ni por la cuestión relativa a si 

pueden considerarse poder adjudicatario a los efectos de la LCSP. (Respuesta a las 

observaciones formuladas por la Hacienda Foral) – NO SE MODIFICA 

Las cuotas obligatorias de las APE son un supuesto de PPCPnT. Como es sabido, más allá de 

la exigencia de que sean impuestas por una norma con rango de ley (art. 31.3 CE), el 

ordenamiento no ha dispuesto un régimen jurídico específico y propio aplicable a todas 

ellas. Es más, este es, de momento, uno de los rasgos identificativos de estas prestaciones: 

al no ser tributos, no les resulta de aplicación el régimen dispuesto para los tributos, ni la 

dogmática jurídica elaborada en relación a los tributos.  

Por lo tanto, será la norma legal que establezca cada nueva PPCPnT la que disponga su 

régimen jurídico. El respeto a la reserva de ley exige que la concreción de lo dispuesto en el 

Anteproyecto para cada APE que se constituya se realice mediante Ordenanza municipal (no 

Ordenanza Fiscal, ya que no se trata de un tributo).  

Nada obsta a que la ley foral reguladora de las APE pueda establecer que a las cuotas 

obligatorias de las APE se les pueda aplicar el régimen previsto para ingresos de derecho 

público de las Entidades Locales, y, en concreto, el procedimiento de cobro de los ingresos 

de derecho público tanto en período voluntario como en vía de apremio, sin que para ello 

sea necesario que tenga la naturaleza de ingreso de derecho público. Varios argumentos 

apoyan esta afirmación. 

En primer lugar, la categoría de ingresos de derecho público es un tanto difusa y existen 

otros supuestos a los que se aplica su régimen de cobro, aunque su naturaleza jurídica no 

es clara. Es el caso, por ejemplo, de las cuotas urbanísticas. Ciertamente, el componente 

público de las cuotas urbanísticas es más claro que en las cuotas obligatorias de las APE. No 

obstante, es un claro ejemplo que ingresos cuyo carácter público es controvertido1 y para el 

que el legislador ha dispuesto que se apliquen los procedimientos aplicables a los ingresos 

de derecho público, sin que ello haya sido puesto en cuestión. Es, por tanto, admisible que, 

si el legislador así lo dispone de forma expresa, pueda aplicarse a otras PPCPnT el régimen 

de cobro previsto en el Anteproyecto de Ley Foral de APE, si existe justificación para ello. 

En este sentido, es incuestionable la presencia de intereses públicos en un buen 

funcionamiento de las APE y, en concreto, en que dispongan de una financiación suficiente 

                                                           
1 A este respecto, pueden consultarse las Sentencias del Tribunal Supremo de 10 de octubre de 2007 
(núm. recurso 349/2003) y de 27 de enero de 2012 (núm. recurso 23/2010). 
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y sostenida en el tiempo. Son precisamente estos intereses públicos los que justifican que 

les sean aplicables ciertos aspectos del régimen previsto para los ingresos de derecho 

público si el legislador así lo considera conveniente. La presencia de intereses públicos no 

implica necesariamente que una determinada PPCPnT sea un ingreso de naturaleza pública, 

pero sí justifica que una administración pública pueda actuar para su cobro con todas sus 

prerrogativas siempre que el legislador lo prevea de forma expresa. De nuevo, es lo que 

sucede, por ejemplo, con las cuotas urbanísticas. 

A este respecto, es necesario insistir en que las APE son una figura absolutamente novedosa, 

por lo que es necesario prever un régimen jurídico específico que les permita desarrollar 

correctamente todas las potencialidades que tiene el modelo internacional de los Business 

Improvement Districts (BID). Conviene recordar que en todos los países en los que se ha 

implantado el modelo ha sido necesario regularlas por ley y dotarlas de un régimen peculiar 

que suscitaba numerosas dudas de carácter jurídico, ya no encajaban en ningún instituto 

jurídico preexistente. No es, por tanto, de extrañar, que la regulación de esta figura plantee 

dudas y controversias. La propia naturaleza jurídica de las cuotas APE como PPCPnT ha sido 

cuestionada por la Dirección General de Tributos (Ministerio de Hacienda) y por el Ministerio 

de Administraciones públicas, lo que dio lugar a la reunión de la Comisión Bilateral 

Generalitat-Estado prevista en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, 

del Tribunal Constitucional, para intentar evitar la presentación de un recurso de 

inconstitucionalidad contra la Ley catalana 15/2020 de las APEU. Como es sabido, el Acuerdo 

de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la 

Comisión Bilateral Generalitat-Estado, de fecha 23 de marzo de 2021 (BOE núm. 251, de 20 

de octubre de 2021), finalmente consideró que las PPCPnT son adecuadas para la 

configuración de las cuotas APE.  

Por todo lo anterior, cabe concluir que la ley foral reguladora de las APE puede establecer 

el régimen de gestión y cobro que se contiene en el Anteproyecto. En caso de no disponerse 

así, sería absolutamente inviable aplicar a su cobro prerrogativas reservadas a las 

administraciones públicas para sus ingresos, pero ello veta que les sea de aplicación el 

procedimiento de cobro –incluyendo la recaudación ejecutiva- de los ingresos de derecho 

público si el legislador foral lo prevé de forma expresa y si existen intereses públicos en 

juego. 

Por otra parte, el referido Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, 

Prevención y Solución de Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado, de fecha 23 

de marzo de 2021, también exige que la normativa catalana aclare que las APEU tendrán “la 

consideración de poder adjudicador en los términos establecidos en la Ley 9/2017, de 8 de 

diciembre, de Contratos del Sector Público”. Esta observación no resulta aplicable a la 

regulación de las APE prevista en el Anteproyecto. A diferencia de la Ley catalana, el 

Anteproyecto no contiene ninguna disposición sobre los contratos que, en su caso, haga una 

APE en el ejercicio de sus funciones. El artículo 8.g) de la Ley 15/2020 catalana dispone que 

los Estatutos de la entidad gestora de la APEU deben incluir “g) El procedimiento para llevar 

a cabo las contrataciones de la entidad, que debe garantizar la adjudicación en las mejores 

condiciones técnicas y económicas.”. El tenor literal de este precepto, con la utilización del 

término adjudicación y de conceptos que remiten a la contratación pública, provocó dudas 

de su constitucionalidad y fue el otro motivo por el que se reunió la Comisión Bilateral 

Generalitat-Estado. 
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En todo caso, la Ley catalana de APEU establece claramente que “las áreas de promoción 

económica urbana son gestionadas por entidades privadas” (art. 3). La Comisión Bilateral no 

cuestiona su naturaleza privada, sino únicamente la letra g) sobre el régimen de 

contratación. 

Respecto a la eventual consideración de las APE como poderes adjudicatarios es preciso 

realizar una serie de precisiones.  

De conformidad con el párrafo tercero del artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 

de Contratos del Sector Público (LCSP), se considerarán poderes adjudicadores las siguientes 

entidades: 

a) Las Administraciones Públicas 

b) Las fundaciones públicas. 

c) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social. 

d) Todas las demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las 

expresadas en las letras anteriores que hayan sido creadas específicamente para 

satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o 

mercantil, siempre que uno o varios sujetos que deban considerarse poder 

adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, bien financien 

mayoritariamente su actividad; bien controlen su gestión; o bien nombren a más de 

la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia. 

Del análisis de este precepto se desprenden dos importantes consideraciones para el caso 

que nos ocupa. En primer lugar, la naturaleza jurídica –pública o privada- de una entidad no 

es lo que determina su consideración como poder adjudicador a los efectos de la LCSP. Así, 

las Mutuas de la Seguridad Social son poderes adjudicadores ex art. 3.3 LCSP y, sin embargo, 

la Ley General de la Seguridad Social por la que se regula su régimen jurídico las caracteriza 

como “asociaciones de empresarios, de naturaleza privada, sin ánimo de lucro”. La ley las 

define como “entidades asociativas privadas colaboradoras en la gestión de la protección 

pública”. Por tanto, una entidad de naturaleza privada puede ser un poder adjudicador, pero 

eso no quiere decir que las APE lo sean. 

En segundo lugar, de la dicción de la letra d) del apartado tercero del artículo 3 LCSP se 

deriva que para ser un poder adjudicador una entidad ha de cumplir tres condiciones:  

i. haber sido creada específicamente para satisfacer necesidades de interés 

general 

ii. que no tengan carácter industrial o mercantil 

iii. que uno o varios sujetos que deban considerarse poder adjudicador: bien 

financien mayoritariamente su actividad; bien controlen su gestión; o bien 

nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, 

dirección o vigilancia. 

Difícilmente podría concluirse que las APE reúnen los requisitos que la LCSP determina que 

han de concurrir necesariamente para que una entidad pueda ser considerada poder 

adjudicador. 

Ni siquiera las Corporaciones de derecho público quedan sujetas a la LCSP. Únicamente 

entrarán en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley cuando cumplan los requisitos para 

ser poder adjudicador de acuerdo con el apartado tercero, letra d) del artículo 3º LCSP. 

Fácilmente podrá constatarse el cumplimiento por parte de estas entidades de los dos 

primeros, puesto que se trata de personas jurídico-privadas con una parte de su actividad 
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destinada al interés general. Sin embargo, no resulta tan sencillo determinar la concurrencia 

del tercer requisito relativo a la financiación mayoritaria o control por uno o varios poderes 

adjudicadores. En el caso de la financiación, hay que tener en cuenta que la financiación 

mayoritaria de algunas de estas Corporaciones –piénsese en los Colegios Profesionales- se 

realiza mediante las cuotas de sus miembros.  

A mayor abundamiento, la jurisprudencia europea (por todas, la reciente STJUE de 5 de 

octubre de 2017, LitSpecMet y Vilniaus, as. C-567/15, ECLI:EU:C:2017:736) ha dejado 

sentado que –como determina la LCSP- una entidad adquiere la condición de Poder 

Adjudicador cuando se cumplen tres condiciones acumulativas, a saber, a) que dicha entidad 

haya sido creada específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no 

tengan carácter industrial o mercantil; b) que esté dotada de personalidad jurídica; y c) que 

su actividad esté mayoritariamente financiada por los poderes públicos o que su gestión 

esté controlada por parte de éstos últimos, o que más de la mitad de los miembros de su 

órgano de administración, de dirección o de vigilancia sean nombrados por los poderes 

públicos. 

Con respecto a las APE, no resulta factible que pueda cumplirse el requisito de que los 

poderes adjudicadores «nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de 

administración, dirección o vigilancia», puesto que –si así fuese– se habría desnaturalizado 

el concepto mismo de unas entidades que surgen de la iniciativa privada y que están 

constituidas por las personas titulares de actividades económicas de una determinada zona 

geográfica. 

Tampoco parece asumible el requisito de que su financiación corra mayoritariamente a 

cargo de los poderes adjudicadores. Las APE se financian mayoritariamente con las cuotas 

que abonan sus miembros.  

Por último, no parece que resulte viable entender que la tutela de las respectivas 

Administraciones, a través del control a posteriori que de sus obligaciones de contabilidad 

o presupuestarias, llegue a tener esa influencia determinante sobre las decisiones de la 

entidad requeridas por la STJCE de 27 de febrero de 2003, Adolf Truley, as. C-373-00, 

ECLI:EU:C:2003:110, que sentó los caracteres generales de este requisito del control de la 

gestión. 

En Alemania, donde el modelo BID lleva varias décadas implantado, esta cuestión se ha 

planteado doctrinalmente, llegándose a la misma conclusión vertida en párrafos anteriores. 

Ninguna de las leyes de los Länder alemanes establece el sometimiento a los procedimientos 

públicos de contratación y, hasta ahora, no se ha llevado a cabo ningún procedimiento de 

licitación en Alemania (donde la legislación de contratos públicos es, como la española, 

resultados de la transposición de las Directivas de contratación comunitarias). Ni los 

contratos que celebra el Ayuntamiento con la entidad gestora de los BID, ni los contratos 

que esta entidad privada celebra posteriormente están sujetos a la legislación sobre 

contratación pública. Partiendo de que el Derecho de la contratación pública se basa en un 

concepto funcional del poder adjudicador, es decir, no sólo en la integración formal de una 

institución en la organización estatal, sino en la tarea estatal que debe realizar y, por tanto, 

en la atribución funcional al Estado, se ha entendido que la tarea de desarrollo urbano y de 

mejora de las áreas económicas debe ser llevada a cabo, en la medida de lo posible, por la 

autoorganización de los agentes privados locales; mientras que el papel de los gobiernos 

locales se limita a apoyar esta autoorganización. En el caso de los BID no existe 
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funcionalmente ningún proceso de contratación pública puesto que no se cubre una 

necesidad que se corresponda con la realización de tareas propias del poder público. En 

definitiva, para la doctrina alemana, la ley de contratación pública, a la luz de la perspectiva 

de la gobernanza urbana y de las características específicas del modelo BID, simplemente 

no es la lente adecuada para resolver el problema. 

Al no contener previsión alguna respecto de los contratos que pueda celebrar un APE, no 

hay necesidad alguna de aclarar si pueden ser consideradas poder adjudicatario. 

Por todo lo anterior, no hay necesidad de modificar el artículo 3 del Anteproyecto y eliminar 

la referencia a que es una entidad privada.  

Es cierto que se podría eliminar esta precisión, pero ello podría implicar más problemas para 

la determinación del régimen jurídico a aplicar subsidiariamente a falta de regulación 

expresa. Por otra parte, podría introducir más dudas sobre sobre el carácter de las APE y las 

funciones que pueden o no ejercer, lo que no se sería conveniente al tratarse de una figura 

que por su radical novedad genera cierta confusión ya de por sí.  

 

3. Artículo 6.1 Iniciativa para constituir una APE. Se ha observado que se echa de menos que, 

a diferencia de lo que ocurre en la Ley catalana 15/2020, el Anteproyecto no contemple la 

iniciativa municipal en el procedimiento de constitución de un APE. - NO SE MODIFICA 

No se considera conveniente incluir esta posibilidad por diversos motivos. En primer lugar, 

una de las claves del modelo internacional BID, al que responden las APE, es que los BID, a 

diferencia de otros modelos como los Town Center Management (TCM) británicos, se crean 

a partir de la iniciativa de los particulares. Si quienes se vean obligados a satisfacer la cuota 

APE consideran que se trata de una iniciativa pública y no de su propia iniciativa, tienden a 

rechazarla con mayor intensidad. Además, se ha comprobado que una de las razones del 

éxito del modelo BID es que son los propios particulares quienes deciden constituir un BID 

y el tipo de actuaciones que va a realizar. Prever la iniciativa de un Ayuntamiento para crear 

una APE puede ser contraproducente, puesto que puede verse como una imposición 

pública, contraria al ejercicio de “autoimposición” que es característico de los BID y que es 

una de las explicaciones de su éxito. 

Por otra parte, los entes públicos tienen a su disposición muchos otros mecanismos de 

apoyo y fomento a la actividad económica urbana. Entre ellos, un Ayuntamiento puede 

proporcionar apoyo técnico y económico para fomentar que un grupo de emprendedores 

inicie los trabajos para constituir un BID, sin que sea necesario para ello prever la iniciativa 

municipal. 

 

4. Artículo 6.4 (Acuerdo del Ayuntamiento sobre la solicitud de iniciación del procedimiento 

de constitución de una APE), art. 7.6 (Aprobación provisional de una APE). En relación a la 

observación de garantizar la autonomía local de manera más intensa e incluir la posibilidad 

de denegar la constitución de una APE por motivos de oportunidad y conveniencia, es 

ciertamente una posibilidad que puede incluirse, siempre que se proteja conveniente los 

intereses de los particulares que presentan la iniciativa, en particular, su derecho a la tutela 

judicial efectiva. La regulación deberá hacerse de tal modo que se permita recurrir la 

decisión denegatoria del Ayuntamiento. MODIFICACIÓN 
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Se ha añadido la posibilidad de desestimar la solicitud por motivos de oportunidad o 

conveniencia debidamente motivados (artículo 6.4.a) y que el informe preceptivo recoja 

motivos de oportunidad que desaconsejen la aprobación de la APE (artículo 7.4.a). 

 

5. Artículo 7.2 Necesidad de que un APE lo formen al menos 20 actividades/inmuebles. Esta 

exigencia puede limitar la flexibilidad del modelo e impedir la creación de alguna APE que 

no cumpla con este mínimo. Normalmente una APE que no cumpla este requisito presentará 

problemas de viabilidad que ya impedirán por sí solos su constitución, pero pueden darse 

casos excepcionales en lo que esto no sea así. - NO SE MODIFICA 

No hay ningún motivo técnico que desaconseje establecer este límite, pero al mismo 

tiempo, no resulta imprescindible para lograr el mismo efecto que pretende producir –evitar 

la constitución de APE inviables-, mientras que puede llegar a producir efectos indeseados 

en algún caso concreto. 

 

6. Artículo 11.4 – modificado para sustituir “etc…” por “y similar”. - MODIFICADO Es 

conveniente evitar poner etc y puntos suspensivos en un texto legal, además de que es 

redundante: se ponen puntos suspensivos o etc seguido de punto. 

 

7. Artículo 20.1 letras a) y d) – MODIFICACIÓN DE  

 La referencia a la naturaleza jurídica de las aportaciones obligatorias para financiar 

una APE que se hace en la letra a) de este precepto es superflua, ya que el artículo 

21.2 (dedicado a estas aportaciones) especifica que se trata de PPCPnT.  

Se modifica el apartado 2 del artículo 21 para especificar que se trata de 

prestaciones en el sentido del artículo 31.3 de la Constitución y en particular en la 

Ley Foral General Tributaria y distinguirlas de las prestaciones del artículo 100.7 de 

la Ley Foral de las Haciendas Locales (referidas a la prestación de servicios de 

competencia municipal). Se adopta aquí el criterio de la Hacienda Foral de Navarra. 

 La restricción de los recursos que puedan obtener las APE por prestación de 

servicios a aquellos servicios que se presten exclusivamente a quienes vengan 

obligados a satisfacer las aportaciones obligaciones. Se incluye esta restricción, pero 

se incluyen también a los servicios que se presten a los sujetos que se integren 

voluntariamente en un APE. 

 

8. Artículo 20.4: aportación del 10% del presupuesto por el Ayuntamiento y los problemas 

competenciales que podría provocar. MODIFICACIÓN: Se elimina la obligación impuesta a 

los Ayuntamientos de financiar como mínimo el 10 por ciento del total de los gastos 

previstos de la APE puede resultar conflictiva por diversos motivos. 

En primer lugar, implicará una mayor aportación pública a aquellas APE que por el número 

de sus miembros, su mayor área geográfica o por tratarse de actividades económicas con 

mayores ingresos que otras, decidan dedicar una mayor cantidad de dinero a las actuaciones 

de la APE. Es decir, implica un apoyo público de mayor cuantía a aquellas APE más potentes 
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económicamente –por las razones que sea-, cuando resulta más equitativo y solidario que 

se reserve este respaldo a áreas urbanas más degradadas o con un menor potencial de 

atracción. En segundo lugar, se está imponiendo una obligación de financiación por parte 

de la Comunidad Foral a las Entidades Locales. La Comunidad Foral, en tanto que garante de 

la suficiencia financiera de las Entidades Locales, debe de dotarles de los recursos 

financieros para que puedan disponer de los ingresos suficientes para sostener los gastos 

derivados del ejercicio de sus competencias y la realización de todas aquellas actuaciones 

que le vengan impuestas por la legislación estatal y foral. Si, como es el caso, la normativa 

foral atribuye una determinada competencia o actuación a los Municipios, la Comunidad 

Foral deberá al mismo tiempo dotarles de los recursos financieros necesarios para hacer 

frente a los gastos que se deriven de ellos. Ello no implica necesariamente modificar la Ley 

Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas Locales de Navarra, ya que puede hacerse, por 

ejemplo, a través del Fondo de Participación de las entidades locales en los tributos de 

Navarra del artículo 123 de este cuerpo legal.  

 

9. Artículo 25.f) Bonificación del 100% a quienes estén obligados a satisfacer dos cuotas al 

encontrarse en el área de dos APE. MODIFICACIÓN: se suprime esta bonificación. 

Esta previsión parece contradictoria con lo dispuesto en el artículo 6.4.a) del Anteproyecto, 

que establece la desestimación de la solicitud de constituir una APE en el caso de “en la 

misma zona geográfica, o parte de ella, ya exista o se haya propuesto con anterioridad otra 

Área de Promoción Económica cuyo plan de actuación sea coincidente en actividades y 

objetivos de forma que se pueda apreciar que su finalidad es semejante”. Es decir, de 

acuerdo con el Anteproyecto no pueden solaparse dos APE con finalidades semejantes. 

Cuestión diferente es si se solapan total o parcialmente dos APE de diferente tipo, como, 

por ejemplo, un APE comercial y un APE turístico. El primer solapamiento no puede 

producirse de acuerdo con el Anteproyecto, mientras que el segundo sí podría llegar a darse. 

En cualquier caso, esta bonificación del 100 por ciento no se producirá nunca: si se trata de 

dos APE similares, el Anteproyecto impide que se dé el supuesto de hecho, y si se trata de 

dos APE de finalidades diversas, la bonificación pierde su sentido, ya que en cada caso la 

cuota respectiva supone la aportación económica a planes de actuación que responden a 

diferentes finalidades. 

 

10. Artículo 26.1: conviene añadir que la determinación de la periodicidad del pago de la cuota 

debe hacerse mediante Ordenanza. MODIFICACIÓN INTRODUCIDA. La reserva de ley 

prevista para las PPCPnT alcanza también a aspectos básicos de la gestión del cobro, por lo 

que además de esta previsión legal, su concreción debe hacerse por Ordenanza municipal.  

 

11. Artículo 27.4 Gestión censal. MODIFICACIÓN: se suprime este apartado por completo. La 

remisión a la Ley Foral de Haciendas Locales puede inducir a error respecto de la naturaleza 

jurídica de la aportación. La reserva de ley no exige que todos los detalles de la gestión de 

la prestación estén regulados por norma de rango legal. 
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12. Artículo 28: eliminación. La observación formulada desde la Hacienda Foral de que la 

remisión al régimen de infracciones y sanciones previsto en la Ley Foral General Tributaria 

no se adecúa a la naturaleza no tributaria de las aportaciones obligatorias a la APE es 

pertinente, por lo que se recomienda su eliminación. MODIFICACIÓN: se suprime este 

artículo y los siguientes artículos se renumeran. 

 

13. Artículo 28.4 (anterior artículo 29.4. Se ha modificado ligeramente la redacción de último 

párrafo para mejorar su redacción 

 

RESPUESTA A OTRAS OBSERVACIONES FORMULADAS  

 

A. Necesidad de que la Ley Foral de las APE se apruebe por mayoría absoluta 

Al haberse suprimido la aportación por los Ayuntamientos del 10% del presupuesto del APE, 

esta observación pierde su sentido. 

B. Complejidad de dificultad del procedimiento de creación de estas áreas 

Sin duda, el procedimiento de constitución de las APE reviste una cierta complejidad. Sin 

embargo, este procedimiento no puede simplificarse sin poner en riesgo las garantías 

democráticas que exige la constitución de una APE y el máximo respeto a los derechos de 

las personas afectadas por una APE.  

Muchas otras actuaciones municipales revisten cierta complejidad y exigen una capacidad 

de gestión que exceden las posibilidades de los Municipios de menor dimensión.  

Esta cuestión puede solventarse proporcionando asistencia a estos Municipios, ya sea por 

parte de la Comunidad Foral, ya sea por otras entidades locales de ámbito supramunicipal 

con los medios técnicos y humanos necesarios para llevar a cabo estos procedimientos de 

forma solvente. 


